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RE: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACIÓN - AUTO DECRETA PRUEBAS DEL
25 DE OCTUBRE DE 2023 RAD. 20001-31-10-002-2022-00335-00.

Centro Servicios Judiciales Juzgado Civil Familia - Cesar - Valledupar
<csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 31/10/2023 18:40
Para:​Lina Consuegra <linaconsuegra@delaespriellalawyers.com>​

SU SOLICITUD FUE REGISTRADA EN EL SISTEMA/J.SANCHEZ

Centro de Servicios Judiciales Juzgados Civiles y Familia de Valledupar
Carrera 14 Calle 14  Piso 6 Oficina 601 Palacio de Justicia
Teléfono: 57 - 5800688 |  Mail: csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co

De: Lina Consuegra <linaconsuegra@delaespriellalawyers.com>
Enviado: martes, 31 de octubre de 2023 15:06
Para: Juzgado 02 Familia - Cesar - Valledupar <j02fvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co>; andres maestre
<afmaestre17@gmail.com>; Centro Servicios Judiciales Juzgado Civil Familia - Cesar - Valledupar
<csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACIÓN - AUTO DECRETA PRUEBAS DEL 25 DE OCTUBRE DE 2023
RAD. 20001-31-10-002-2022-00335-00.
 
Doctora
LESLYE JOHANNA VARELA QUINTERO
JUEZ SEGUNDO (2) DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR
E.            S.            D.
 
 
Apreciada Juez, por medio de la presente me permito allegar recurso de reposición en subsidio de apelación,
en mi calidad de apoderada judicial dentro del proceso de la referencia.
 
RADICADO:        20001-31-10-002-2022-00335-00.
REFERENCIA:     PROCESO CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL
DEMANDANTE:   ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL.
DEMANDADO:    JOSE CARLOS AROCA DAJIL.
ASUNTO:          RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE APELACIÓN 
 
Adjunto memorial y anexos.
 
Con distinción y respeto. 

mailto:repcsercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Bogotá D.C., octubre de 2023. 
 

CÓDIGO F-RP-01 
VERSIÓN:01 

FECHA: 26/11/2014 

Doctora 
LESLYE JOHANNA VARELA QUINTERO 

JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR 
E.      S.      D. 
 

 
 

 
 
 

 
LINA CONSUEGRA PEÑALOZA, identificada con la Cédula de Ciudadanía 
número 1.065.636.580 de Valledupar y Tarjeta Profesional número 263.207  

del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada de la 
señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL, a través del presente 

escrito me permito presentar RECURSO DE REPOSICIÓN en subsidio de 
APELACIÓN, frente al auto calendado 25 de octubre de 2023, notificado 
por estado del 26 de octubre de 2023, en virtud de los fundamentos fácticos 

y jurídicos que se relacionan a continuación: 
 

I. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE 
 
Frente a la oportunidad para interponer el recurso, encontramos que el auto 

recurrido es de fecha 25 de octubre de 2023 y fue notificado por estado del 
día 26 de octubre de 2023. 
 

Respecto del medio de impugnación, es procedente el recurso de reposición 
en subsidio de apelación, de acuerdo a los artículos 318, 320, 321 y 322 

del Código General del Proceso, los cuales establecen: 
 

“Artículo 318. Procedencia y oportunidades Salvo norma en 
contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte 
el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles de 
súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia, para que se reformen o revoquen. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo 
sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. 
Cuando el auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso deberá 
interponerse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de 
la notificación del auto. 
 
 (…) 

 

 

REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE 
APELACIÓN  

ASUNTO: CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL. 
RADICADO: 20001-31-10-002-2022-00335-00 
DEMANDANTE: ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL 

DEMANDADO: JOSE CARLOS AROCA DAJIL 
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Así mismo, el artículo 320 del Código General del Proceso señala que el 
recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión 

decidida, únicamente en relación con los reparos concretos formulados 
por el apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión.   
 

De conformidad con el numeral 3° del artículo 321 del Código General 
del Proceso, son apelables los autos proferidos en primera instancia 

como lo es el que niegue el decreto o la práctica de pruebas. 
 
En ese sentido, el recurso de apelación de acuerdo a lo preceptuado en 

el inciso segundo del numeral 1° del artículo 322 del Código General del 
Proceso, deberá interponerse dentro de los tres (3) días siguientes a la 
notificación por estado. 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta que el auto recurrido, fue notificado por 

estado del 26 de octubre de 2023, de acuerdo a la normatividad citada 
este empezaría a correr el día 27 de octubre de 2023 y culminaría el día 
martes 31 de octubre de 2023. Razón por la cual, el presente escrito se 

presenta dentro de la oportunidad legal establecida. 
  

II. FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS   

ÚNICO REPARO FRENTE AL DECRETO DE LA ENTREVISTA A LOS 
MENORES DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS Y ELENA AROCA 
ROMERO. 

 
Dentro del escrito de la contestación de las excepciones radicado ante su 
despacho de fecha 26 de julio de 2023, solicite se decretara la entrevista a 

los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS Y ELENA AROCA 
ROMERO con el fin de que sean escuchados dentro del proceso en 

referencia. 
 
Frente a lo manifestado por el despacho, en auto de fecha 25 de octubre de 

2023 en no acceder al decreto de la prueba solicitada, toda vez que ya se 
realizó visita social y dentro de la misma se tomaron entrevistas a los 

menores, me permito reiterar lo informado en memorial de fecha 30 de 
octubre de 2023, en donde manifesté los actos de violencia vicaria que esta 
sufriendo en la actualidad la señora ANDREA PAOLA ROMERO 

CARBONELL y los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS Y ELENA 
AROCA ROMERO. 
 

Es importante que la entrevista sea realice nuevamente, toda vez que el 
señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL progenitor agresor en la actualidad 

esta utilizando a los menores como un instrumento para realizarle daño a 
mi representada, aislándolos y prohibiéndoles el contacto con su madre, 
incumplimiento el régimen de visitas que hasta el mes de julio se estaban 

llevando con total normalidad e incluso como ya se manifestó al Despacho 
la señora ANDREA ROMERO tenía la custodia compartida con el 

demandado, de la misma manera ha omitido darle información del paradero 
de sus hijos en el ejercicio de la custodia. 
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Es menester reiterar al despacho que, los niños y niñas deben ser 

protegidos contra toda forma de violencia y sus intereses y derechos 
prevalecen sobre los de los demás, incluidos sus padres. Además, los 
menores no deben padecer injerencias arbitrarias en su familia, deben gozar 

de sus derechos a la intimidad familiar y a un ambiente sano, y crecer en 
un espacio de amor y tolerancia en el que se puedan desarrollar física, 

mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, en 
condiciones de libertad y dignidad. 

En efecto, la violencia contra los niños y niñas se expresa de distintas 

formas. En esa dirección, en el lineamiento técnico para la atención de los 
niños, niñas y adolescentes con sus derechos amenazados o vulnerados por 
causa de la violencia, dentro de los tipos y formas de violencia que pueden 

sufrir los menores de edad, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
destaca la física, la psicológica, la sexual, la omisión o trato negligente, entre 

otras clases. 
  
En sentencia T-610 de 2019 se señaló frente a la violencia psicológica que:  
 

“La violencia psicológica, que es la relevante para el caso bajo 
estudio, es definida por el lineamiento técnico como toda 
acción u omisión destinada a degradar, discriminar o 

controlar las acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de los niños, niñas y adolescentes, a través de 

formas como: humillar, rechazar, aterrorizar, aislar, ser 
permisivos, instrumentalizar o cualquier otra conducta que 
implique un perjuicio en la salud mental, o el desarrollo 

personal. Además, el documento plantea que este tipo de violencia 
se constata en la instrumentalización de los menores de edad en los 
conflictos entre las figuras parentales y en su exposición a 
situaciones de violencia de pareja o entre los miembros de la familia”. 

  
En ese orden, es posible considerar que se violenta psicológicamente a un 
menor de edad cuando, por ejemplo, es instrumentalizado en conflictos que 

involucran a las figuras parentales. Esta instrumentalización puede ser 
determinada de diferentes formas y, en todo caso, corresponde su 
valoración a la autoridad administrativa o judicial, que debe tener en cuenta 

para su acreditación el concepto profesional que surja luego de oír al niño 
o la niña y la valoración sistemática acerca de la existencia de actos propios 

de violencia de género entre la pareja. En el estudio del asunto no debe 
perderse de vista la prevalencia de los derechos de los niños y niñas y su 
interés superior. 

 
Así mismo, es de reiterar al despacho que, las conductas realizadas por el 
señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL padre agresor, revelan una evidente 

violencia vicaria, en contra de la señora ANDREA PAOLA ROMERO 
CARBONELL, en dónde utiliza a los menores DANNA CAROLINA, JUAN 

DE DIOS y ELENA AROCA ROMERO, como instrumento con el fin de 
hacerle daño a su progenitora. 
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Las conductas desplegadas por el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, son 
i. Restringir a la progenitora el ingreso a las instalaciones del centro 

educativo donde estudian sus menores hijos ii. Prohibirle a la señora 
ANDREA ROMERO tener contacto físico y telefónico con sus hijos iii. No 
contestar las llamadas, ni los mensajes por WhatsApp, solicitando ver a sus 

hijos iv. No darle información sobre el estado de los menores v. aislarlos 
totalmente de su progenitora vi. Darles información falsa y desprestigiarla 

ante ellos.  

Frente a las acciones realizadas por el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, 
además de estar vulnerando los derechos de mi representada, vulnera 

derechos de los menores, es evidente que el divorcio o la separación sin 
duda alguna afecta el comportamiento de los niños y niñas al verse 
enfrentados a una situación disruptiva, pero eso no significa per se que la 

finalización de la relación o la vida en común de la pareja, tenga que 
implicar la ruptura afectiva de los padres con los hijos. Por el contrario, esa 

fase de cambio en la vida familiar requiere el compromiso y la solidaridad 
de los padres con los hijos para tratar de atenuar el impacto que les puede 
generar una nueva realidad que amenaza su seguridad, estabilidad y 

bienestar.  

Por esta razón, la manipulación parental constituye una forma de violencia 

en contra los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS, ELENA AROCA 
ROMERO y la señora ANDREA ROMERO, quienes son los directamente 
perjudicados frente el actuar del agresor el señor AROCA DAJIL. 

EL ENFOQUE DE GÉNERO COMO HERRAMIENTA DE OBLIGATORIA 
APLICACIÓN POR LOS OPERADORES JUDICIALES, FRENTE A CASOS 

QUE INVOLUCRAN MÚLTIPLES FORMAS DE VIOLENCIA CONTRA LA 
MUJER. 
 

La Corte ha tenido la posibilidad de aproximarse a diferentes tipos de 
violencia en detrimento de las mujeres, que permiten poner de relieve las 
innumerables prácticas en detrimento de sus derechos. De ninguna 

manera, se trata de una categorización rígida, pero sí permite visualizar los 
riesgos diferenciados en cada caso y las complejas situaciones, a las que, 

de manera particular, se enfrentan muchas mujeres a lo largo de la vida y, 
en consecuencia, la necesidad de materializar en estos eventos un trato 
diferencial. 

 
Una de ellas es la Violencia institucional, además de los marcos de violencia 
física, psicológica, económica y patrimonial en donde se ejerce violencia o 

existe un riesgo particular contra la mujer, se ha considerado que las 
autoridades administrativas y judiciales también pueden ejercer violencia 

cuando el Estado se convierta en un segundo agresor de las mujeres que 
han sido víctimas de violencia y que acuden a sus instituciones para lograr 
su protección y la restitución de los derechos fundamentales que les han 

sido vulnerados. 
 

En tal sentido, en la sentencia T-735 de 2017 se estudió el caso de una 
mujer que, no obstante haber acudido a más de siete autoridades, con el 
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fin de que adoptaran medidas sobre la violencia psicológica que sufría por 
parte de su expareja y padre de su hija, no recibió una protección frente a 

la situación que enfrentaba. En consecuencia, la Sala adujo que las 
entidades encargadas de la ruta en atención a las mujeres víctimas tienen 
el deber de cumplir con el marco de protección nacional e internacional 

contra la mujer, lo cual exige entre otras materializar (i) la garantía de un 
recurso judicial sencillo y eficaz, y (ii) el deber estatal de diligencia en la 

prevención, investigación, sanción y reparación de la violencia contra las 
mujeres. En esta línea, se aclaró que “el deber de implementar un recurso 
efectivo no se reduce a la mera existencia de los tribunales, la 

consagración formal de los procedimientos o la posibilidad de 
recurrir a los tribunales, sino que los recursos judiciales deben ser 
efectivos”. 

 
Así, existe un deber de protección reforzada al momento de conocer de estos 

casos. En particular, como parte de la investigación de estos hechos, se 
debe fortalecer la capacidad institucional para combatir el patrón de 
impunidad respecto a los eventos de violencia contra la mujer y garantizar 

una capacitación efectiva de todos los funcionarios públicos involucrados 
en el procesamiento en estos casos. Este tipo de violencia, según se 
concluyó, hace parte de un contexto estructural que comprende “las 

actuaciones de distintos operadores judiciales, quienes toman 
decisiones con fundamento en actitudes sociales discriminatorias 

que perpetúan la impunidad para los actos de violencia contra la 
mujer”.  
 

De manera que, no sólo es necesario que se valoren los distintos escenarios 
de violencia contra la mujer para aplicar el enfoque de género, que se 

escuche a la víctima y se trate con respeto, sino que también su falta de 
aplicación puede constituir en sí mismo un tipo de violencia, en donde se 
revictimiza a quien acude a las instituciones pertinentes y no recibe una 

respuesta judicial o administrativa efectiva. Según resaltó la SU-201 de 
2021 “las autoridades judiciales están llamadas a incorporar en el análisis 
de los casos el enfoque de género en aras de atribuir un contexto apropiado 
de discriminación, así como desplegar sus facultades probatorias para 
determinar la existencia de cualquier tipo de violencia que afecte a las 
mujeres”. 
 

Bajo esa premisa, es importante que se decrete la entrevista a los menores, 
con el fin de que la trabajadora social delegada conozca las circunstancias 
actuales que rodean a los menores y a su progenitora, respecto de las 

acciones generadoras de violencia vicaria del progenitor agresor. Así mismo, 
con el fin de que se encuentre contextualizada y pueda abordar de mejor 
manera a los menores.  

Es menester reiterar a la señora Juez que, desde el 3 de agosto de 2023, mi 
representada no tiene contacto con sus hijos, se le ha prohibido verlos en 

las instalaciones de sus centros educativos, en las fechas de sus 
cumpleaños, tener contacto físico y tener conocimiento de sus actividades 
extracurriculares. En ese contexto es el padre agresor quien tiene la 
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facultad para poderlos instrumentar a su favor, como lo ha venido 
ejecutando, señalando que su progenitora vive con una pareja sentimental, 

esto como consta en los videos aportados con el memorial aportado el día 
30 de octubre de 2023, donde se allegó toda la evidencia de la violencia 
vicaria y se detallo los actos que ha venido desarrollando a raíz de la 

radicación de memorial de data 26 de julio de 2023. 
 

III. PETICIONES 
 
De conformidad con los fundamentos fácticos y jurídicos precedentes, le 

solicito respetuosamente a la señora Juez se sirva: 
 
1. Por las anteriores razones ruego a Su Señoría conceder el recurso 

planteado. 
 

2. REPONER la providencia del 26 de octubre de 2023, notificado por 
estado del día 27 de octubre de 2023, mediante la cual negó la entrevista a 
los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS Y ELENA AROCA 

ROMERO.  
 
3. Consecuentemente, se sirva por tener en cuenta el memorial de fecha 30 

de octubre de 2023 allegado en su oportunidad y los anexos que allí se 
aportaron. 

 
4. De no reponerse la providencia, subsidiariamente le solicito CONCEDER 
el RECURSO DE APELACIÓN y proceda a enviar las presentes diligencias 

al Tribunal Superior del Distrito Judicial - Sala Familia, para resolver lo 
pertinente, en el sentido de REVOCAR el auto de fecha 25 de octubre de 

2023. 
IV. PRUEBAS 

 

1. Memorial del 30 de octubre de 2023. En (241) folios. 
 
De la señora Juez, con distinción y respeto,  

 
Atentamente,  

 
 
LINA CONSUEGRA PEÑALOZA  

C.C. No. 1.065.636.580 de Valledupar. 
T.P. No. 263.207 del C.S.J. 
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Bogotá D.C., octubre de 2023. 
 

Doctora 

LESLYE JOHANNA VARELA QUINTERO 

JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR. 

E.                                  S.                                                    D. 

 
 
 

 
 

LINA CONSUEGRA PEÑALOZA, identificada con la Cédula de Ciudadanía 
número 1.065.636.580 de Valledupar y con Tarjeta Profesional número 
263.207 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de 

apoderada especial de la señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.124.019.048 de Maicao, 

progenitora de los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA 
AROCA ROMERO, me permito poner en conocimiento los siguientes:    
 

I. FUNDAMENTOS FACTICOS 
 
1. El 24 de abril de 2023 el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, mediante 

apoderado judicial contestó la demanda, proponiendo excepciones de 
mérito. 

2. El 26 de julio de 2023, descorrí el traslado de las excepciones de mérito 
propuestas mediante escrito de contestación de demanda, mediante el cual 
informe la actividad económica actual de mi representada, la custodia 

compartida de los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA 
AROCA ROMERO que estaban manejando en ese momento, adicionalmente 

puse en conocimiento los malos tratos ejercidos por el señor JOSE CARLOS 
AROCA DAJIL, en contra de la señora ANDREA PAOLA ROMERO 
CARBONELL dentro y fuera de la relación. 

3. De acuerdo a lo anterior, es importante informar a su Despacho que la 
custodia antes de la radicación del traslado de excepciones, era compartida 
por los progenitores toda vez que, era la madre quien se encarga de los 

cuidados personales de los tres menores, adicional era quien los lleva al 
colegio, los recogía y se encargaba de que cumplieran con sus deberes 

escolares, cumpliendo con su rutina diaria, de la misma manera vivía con 
sus menores hijos temporadas largas, conviviendo bajo el mismo techo. 
 

4. Respecto la custodia es importante que el despacho tenga en 
consideración los siguientes: 
 

i. Para el primer semestre del año 2020 el señor JOSE CARLOS AROCA 
DAJIL, solo le permitió a la demandante ver a sus menores hijos una vez, 

vulnerándole su derecho como madre, para el segundo semestre de ese 
mismo año luego de que la demandante le insistiera poder ver a sus hijos,  

REFERENCIA: MEMORIAL PONGO EN CONOCIMIENTO. 
ASUNTO: CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL. 

RADICADO: 20001-31-10-002-2022-00335-00 
DEMANDANTE: ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL 

DEMANDADO: JOSE CARLOS AROCA DAJIL 

 



 
 
 

 

logra verlos llevándoselos por una larga temporada al municipio de Maicao, 
en donde asumió su cuidado personal por más de dos meses. 
 

ii. En enero de 2021, el demandado el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, 
de manera verbal le señaló a la señora ANDREA PAOLA ROMERO 
CARBONELL, que le devolvía la custodia de sus menores hijos, esto en 

razón a que empezó una convivencia con la señora YERALDINE SIERRA 
madre de su otra menor hija, que en ese momento ya se encontraba en 

estado de embarazo. Sin embargo, el señor AROCA DAJIL no entregó la 
custodia de los menores de edad a su progenitora.  
 

iii. Dentro de la convivencia del señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL y la 
señora YERALDINE SIERRA, se evidenciaron actos de violencia ejercidos 

por la señora SIERRA hacia los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE 
DIOS y ELENA AROCA ROMERO. Es importante aclarar al despacho que 
la señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL, se enteró de dichos 

hechos posteriormente, teniendo en cuenta que la señora YERALDINE 
SIERRA, solo convivió con los menores por el lapso de enero al 20 de julio 
de 2021, fecha en la cual abandonó el hogar que había conformado con el 

demandado.  
 

iv. En inicios del año 2022 el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL inicia 
nuevamente otra relación sentimental, en dónde decide sin justificación 
alguna restringirle el derecho a la señora ANDREA PAOLA ROMERO 

CARBONELL, negándole ver sus hijos, imponiendo visitas esporádicas. 
 

v. Para el segundo semestre del año 2022, la señora ANDREA ROMERO 
logra tener a sus hijos por más tiempo, quedándose con ellos por largas 
temporadas, en dónde es la persona quien se encarga actualmente de su 

cuidado personal, así mismo es la persona quien se encarga de proveer su 
alimentación y traslados a sus respectivos centros escolares. De la misma 
manera es quien se encarga de ayudarles con sus deberes escolares y de 

proporcionarles un cuidado diario y constante. 
 

vi. La señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL, es quien se encarga 
de asistir a las reuniones escolares de sus menores hijos, es la acudiente 
formal ante los directivos de las instituciones educativas dónde asisten sus 

menores hijos, los cuales son LA SIERRA y CYBERKIDS. Así mismo es la 
persona quien los lleva y los recoge a diario, con quien cumplen sus rutinas 
de estudio por la tarde y con quien los menores llegan a tiempo al colegio 

para tomar sus clases caso contrario lo que no sucede con su progenitor, 
que siempre llegan después de la hora de ingreso. 

 
vii. Desde el inicio del año 2023, los menores comparten un fin de semana 
con su padre y otro con su madre, resaltando que es la madre quien se 

encarga día a día de llevarlos y recogerlos al colegio, les ayuda con sus 
deberes escolares y posteriormente los lleva nuevamente con su padre a las 

8 de la noche. 
 
 



 
 
 

 

5. El 28 de julio de 2023, mediante conversación de WhatsApp, el señor 
JOSE CARLOS AROCA DAJIL, empezó con una actitud evasiva frente a que 
mi representada recogiera a su hijo. 

6. A raíz de lo manifestado dentro del traslado de excepciones, el señor JOSE 
CARLOS AROCA DAJIL, comenzó a tener una actitud restrictiva y evasiva 
como se evidencia en los chats de WhatsApp sobre el cuidado de los 

menores, reservándole información a mi representada sobre el estado de sus 
menores hijos. 

7. Mediante comunicado del 8 de agosto de 2023, mediante su apoderado 
judicial el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, RESTRINGIÓ 
arbitrariamente el ingreso de la señora ANDREA ROMERO a las 

instalaciones de los colegios y solicitó que se evitara cualquier contacto de 
la madre con los menores. Así mismo exigió retiraran a la progenitora de los 

grupos de WhatsApp y no brindarle ninguna información, ni a su celular o 
correo electrónico sobre los eventos académicos y demás del niño JUAN DE 
DIOS AROCA ROMERO.   

8. Es menester señalar al Despacho, que el apoderado del señor AROCA 
DAJIL, sustento su restricción ante el centro educativo, con base a un 
diagnóstico médico que se dio en su oportunidad para el año 2019, 

trascurridos cuatro años, mi representada se encuentra con todas las 
facultades económicas, físicas y psicológicas para poder obtener la custodia 

de los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA AROCA 
ROMERO. 

9. Adicionalmente, el señor AROCA DAJIL el 4 y 9 de agosto de 2022 cambio 

a las menores DANNA CAROLINA AROCA ROMERO y ELENA AROCA 
ROMERO, de actividades extracurriculares por decisión arbitraria y 

autónoma y las inscribió a clases en “LA LIGA DE GIMNASIA DEL CESAR”, 
sin importarle que dichas actividades ya se habían coordinado y acordado 
con la progenitora, como se prueba en los chats de WhatsApp. 

10. Desde el 28 de julio de 2023 hasta la fecha de la presente solicitud el 
señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, le ha restringido a la señora ANDREA 
ROMERO, tener conocimiento del estado de sus hijos, le ha negado el 

derecho a verlos y compartir con ellos. 

11. Mi representada ha tenido que acudir a terceras personas para tener 

conocimiento del estado de sus tres menores hijos, esto en razón a que el 
progenitor el señor AROCA DAJIL, arbitrariamente ha decidido restringir 
todos los canales de comunicación. 

12. EL 22 de septiembre de 2023, entre la angustia y desesperación mi 
representada, decidió acudir a las actividades extracurriculares de su menor 
hijo JUAN DE DIOS, a clase de tenis específicamente, en donde logró 

abordarlo y se llevó una gran sorpresa cuando su hijo de 8 años le manifestó 
que, “es verdad que mi papá me dijo que no puedo verte hasta que la Juez 
llegue” quiso decir que hasta la señora Juez falle dentro del presente 
proceso. 

13. Adicionalmente, su hija le indica que la compañera sentimental de su 
padre, le indico que, su madre estaba en su casa viviendo con su novio, en 
donde mi representada le aclara a la menor que ella no tiene novio. 



 
 
 

 

14. En consideración a lo manifestado por sus hijos, sorprendida mi 
representada y con el alma desgarrada, no tuvo más opción que alejarse. 

15. Frente a estos actos de violencia vicaria, la señora ANDREA PAOLA 

ROMERO CARBONELL, no tuvo otra alternativa que radicar medida de 
protección ante la comisaria de familia de Valledupar. 

16. El 2 de octubre de 2023, se radicó ante la COMISARIA SEGUNDA DE 

FAMILIA DE VALLEDUPAR, solicitud de medida de protección y regulación 
de visitas provisionales a favor de la señora ANDREA PAOLA ROMERO 

CARBONELL. 

17. Mediante auto de fecha 18 de octubre de 2023, la COMISARIA 
SEGUNDA DE FAMILIA DE VALLEDUPAR admitió la solicitud de medida 

de protección y regulación de visitas provisionales.  

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

En consideración a los fundamentos facticos anteriormente expuestos, 

podemos determinar que, las acciones ejercidas por el señor AROCA DAJIL, 
encuadran en una evidente violencia vicaria, la cual se entiende como la 
acción u omisión que genera daño físico, psicológico, emocional, sexual, 

patrimonial o de cualquier otra índole a familiares, dependientes, 
personas, animales u objetos afectivamente significativas para la mujer con 
el objetivo de causarle daño.  

La violencia vicaria se expresa a través de conductas tales como las 
amenazas verbales, violencia sexual, lesiones, el incumplimiento del 

régimen de visitas, la omisión de información en el ejercicio de la 
custodia, el ejercicio arbitrario de la custodia, la imputación de hechos 
delictuosos falsos, la dilación procesal injustificada, control coercitivo o 

cualquier otra conducta que sea utilizada para dañar a la mujer a través de 
quienes fungieron como medio. 

Repárese por esta representación que el señor AROCA DAJIL al restringirle 

a la señora ANDREA ROMERO tener contacto con sus hijos, aislarlos y 
prohibirles el contacto, hasta tanto la señora Juez decida sobre la custodia, 

va contra los derechos de mi representada y de sus menores hijos, debe 
entenderse que la responsabilidad parental de protección a los niños, no se 
origina del matrimonio de los padres, sino que surge por ministerio de la ley 

independiente a la existencia de dicho vínculo y más allá de la relación 
conflictiva que exista entre estos, al ser responsables del bienestar de los 

hijos les corresponde a los padres llevar a cabo acciones acertadas para 
garantizarles una vida digna y de calidad, ajena a los abusos, maltratos y 
arbitrariedades. 

Es menester reiterar al despacho que, los niños y niñas deben ser protegidos 
contra toda forma de violencia y sus intereses y derechos prevalecen sobre 
los de los demás, incluidos sus padres. Además, los menores no deben 

padecer injerencias arbitrarias en su familia, deben gozar de sus derechos 
a la intimidad familiar y a un ambiente sano, y crecer en un espacio de amor 

y tolerancia en el que se puedan desarrollar física, mental, moral, espiritual 
y socialmente en forma saludable y normal, en condiciones de libertad y 
dignidad. 



 
 
 

En sintonía con lo anterior, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, se ha opuesto a la manipulación parental en asuntos de 
custodia de los menores ante escenarios de divorcio o separación y ha 
considerado que dicha práctica constituye un comportamiento que maltrata 

psicológicamente a los niños y niñas, desborda el ejercicio de la 
responsabilidad de los progenitores y demuestra el desinterés del padre o 
madre agresora por el bienestar del menor de edad afectado. 

Frente a este tema, la Honorable Corte Constitucional señaló en sentencia 
T-245 del 2022 que, “cuando un progenitor desdibuja la imagen positiva que 
el niño o la niña tiene del otro, incurre en una forma de violencia de género. 
Es evidente la violencia psicológica que sufre un niño o niña que, además de 
padecer las intensas emociones que experimenta con la ruptura de sus padres 
en una fase de crecimiento y desarrollo, debe soportar la carga emocional 
que impone cambiar el concepto y los sentimientos que tenía hacia un 

progenitor como consecuencia de la información suministrada por el 
otro, con el fin de manipularlo o instrumentalizarlo para atacar o 

hacerle daño a la persona con quien sostuvo una relación 
sentimental.” 

En efecto, la violencia contra los niños y niñas se expresa de distintas 

formas. En esa dirección, en el lineamiento técnico para la atención de los 
niños, niñas y adolescentes con sus derechos amenazados o vulnerados por 
causa de la violencia, dentro de los tipos y formas de violencia que pueden 

sufrir los menores de edad, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
destaca la física, la psicológica, la sexual, la omisión o trato negligente, entre 

otras clases. 
  
En sentencia T-610 de 2019 se señaló frente a la violencia psicológica que:  
 

“La violencia psicológica, que es la relevante para el caso bajo 
estudio, es definida por el lineamiento técnico como toda 

acción u omisión destinada a degradar, discriminar o 
controlar las acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de los niños, niñas y adolescentes, a través de 

formas como: humillar, rechazar, aterrorizar, aislar, ser 
permisivos, instrumentalizar o cualquier otra conducta que 
implique un perjuicio en la salud mental, o el desarrollo 

personal. Además, el documento plantea que este tipo de violencia 
se constata en la instrumentalización de los menores de edad en los 
conflictos entre las figuras parentales y en su exposición a situaciones 
de violencia de pareja o entre los miembros de la familia”. 

  
En ese orden, es posible considerar que se violenta psicológicamente a un 
menor de edad cuando, por ejemplo, es instrumentalizado en conflictos que 

involucran a las figuras parentales. Esta instrumentalización puede ser 
determinada de diferentes formas y, en todo caso, corresponde su valoración 
a la autoridad administrativa o judicial, que debe tener en cuenta para su 

acreditación el concepto profesional que surja luego de oír al niño o la niña 
y la valoración sistemática acerca de la existencia de actos propios de 

violencia de género entre la pareja. En el estudio del asunto no debe perderse 
de vista la prevalencia de los derechos de los niños y niñas y su interés 
superior. 



 
 
 

  
La posición de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia al 

señalar que la manipulación parental constituye una forma de violencia de 
género. Violencia está en la que no solo es víctima la mujer agredida sino 
también los niños y niñas. 

 
Ahora, la manipulación parental que busca poner a los hijos en contra de la 
madre es una de las formas en la que se ejerce la actualmente denominada 

violencia vicaria que tiene lugar en el contexto de la violencia de género. 
Este tipo de violencia tiene por objeto “dañar a la mujer a través de sus 

seres queridos y especialmente de sus hijas e hijos”. Y aunque dicha 
denominación no ha sido acuñada por el legislador en nuestro ordenamiento 
jurídico, su reconocimiento por esta Sala hace parte de un ejercicio judicial 

que busca visibilizar todas las formas de violencia contra la mujer y, en 
particular, contra los niños y niñas. 

 
La violencia vicaria ha sido reprochada desde la academia como una de las 
formas de violencia de género en su grado más alto o más extrema, como 

quiera que se ejerce por medio de prácticas absolutamente reprochables, 
pues el agresor utiliza a los hijos e hijas u otros seres queridos para hacerle 
daño a la mujer. Entre otras conductas, se acude al sometimiento de los 

niños y niñas a la mencionada manipulación parental, a su agresión física 
y psicológica y hasta a la causación de su muerte. 

 
Entonces, en estos contextos los niños y niñas también son considerados 
víctimas de la violencia de género, pues es a costa de la vulneración de sus 

derechos y de su instrumentalización que se causa el efecto deseado de 
agredir a la mujer. 
  

Por consiguiente, resulta importante que durante la separación o el divorcio 
de la pareja y, con posterioridad a dicha situación, se eviten conductas que 

puedan alterar las condiciones afectivas de los hijos hacia los padres. La 
finalización de la vida en común de la pareja no puede servir de justificación 
para vulnerar los derechos de los niños y niñas, por ejemplo, acudiendo a 

la descalificación del otro para tratar de alterar la concepción que el hijo 
tiene del padre/madre o manipulando al niño o niña para que asuma una 

preferencia por alguno de sus progenitores. 
  
Respecto al precepto anterior en el caso bajo examen, podemos determinar 

que es el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL el padre agresor, sus 
conductas revelan una evidente violencia vicaria, en contra de la señora 
ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL, en dónde utiliza a los menores 

DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA AROCA ROMERO, como 
instrumento con el fin de hacerle daño a su progenitora. 

Las conductas desplegadas por el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, son 
i. Restringir a la progenitora el ingreso a las instalaciones del centro 
educativo donde estudian sus menores hijos ii. Prohibirle a la señora 

ANDREA ROMERO, tener contacto físico y telefónico con sus hijos iii. No 
contestar las llamadas, ni los mensajes por WhatsApp, solicitando ver a sus 

hijos iv. No darle información sobre el estado de los menores v. aislarlos  

 



 
 
 

 

totalmente de su progenitora vi. Darles información falsa y desprestigiarla 
ante ellos.  

Frente a las acciones realizadas por el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, 

además de estar vulnerando los derechos de mi representada, vulnera 
derechos de los menores, es evidente que el divorcio o la separación sin duda 
alguna afecta el comportamiento de los niños y niñas al verse enfrentados a 

una situación disruptiva, pero eso no significa per se que la finalización de 
la relación o la vida en común de la pareja, tenga que implicar la ruptura 

afectiva de los padres con los hijos. Por el contrario, esa fase de cambio en 
la vida familiar requiere el compromiso y la solidaridad de los padres con los 
hijos para tratar de atenuar el impacto que les puede generar una nueva 

realidad que amenaza su seguridad, estabilidad y bienestar.  

Por esta razón, la manipulación parental constituye una forma de violencia 

en contra los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA 
AROCA ROMERO y la progenitora la señora ANDREA ROMERO, quienes 
son los directamente perjudicados frente el actuar del agresor el señor 

AROCA DAJIL.  

Es entonces, la actuación del progenitor quien es el que manipula a sus 

hijos, no solo constituye violencia psicológica, sino que también los convierte 
en instrumentos para ejercer violencia vicaria. Esta situación, además, 
constituye una injerencia arbitraria en el nuevo núcleo familiar 

monoparental que surge, y una vulneración de sus derechos a la intimidad 
familiar y a vivir en un ambiente sano.  
  

En Sentencia C-577 de 2011, la Corte reitero que, el concepto de familia no 
debe entenderse de manera aislada, sino en concordancia con el principio 

de pluralismo. Siendo una de sus clases, la familia monoparental que es 
conformada “por un solo progenitor, junto con los hijos, y su número va en 
aumento por distintas causas como, por ejemplo, el divorcio o las 
separaciones que dan lugar a hogares encabezados por uno solo de los 
padres”. En este sentido, ante la ruptura de los padres, el niño o niña deja 

de hacer parte de una sola familia integrada con sus dos padres, para 
integrar dos familias monoparentales, una con cada progenitor. Y sobre 
cada una de esas familias goza de los derechos a la intimidad familiar, a no 

padecer injerencias arbitrarias y a vivir en un ambiente sano. 
  

Por consiguiente, cuando un progenitor manipula o usa la información, sin 
importar si es privada, semiprivada, semipública o sensible, para desdibujar 
al otro padre/madre, como se evidencia en caso sub judicie  el padre agresor 

o su pareja sentimental le informa a los menores que su progenitora vive en 
su casa con un hombre, en ese sentido se está realizando una injerencia 

arbitraria en un núcleo familiar ajeno y afecta el derecho a la intimidad de 
otra familia, poniendo en riesgo el ambiente sano que la debe caracterizar 
para garantizar el desarrollo armónico e integral de los menores y el ejercicio 

pleno de sus derechos. 
 

Ahora, si esto fuera una realidad y la señora ANDREA ROMERO, tuviera 
una pareja sentimental, frente a la manipulación parental de los menores, 
debe precisarse que, esta no solo puede causarse mediante el uso de 



 
 
 

información falsa o alterada, sino que también tiene lugar cuando se utiliza 

información real. Esto es así, porque dado que los menores de edad están 
en etapa de crecimiento y desarrollo, existen escenarios en los que no se 
encuentran en capacidad de asimilar el contenido de la información 

suministrada por el tercero para darle un tratamiento adecuado. 
  
Por lo tanto, la protección de injerencias arbitrarias en la familia, también 
debe estar orientada a evitar situaciones en las que terceros acudan al 

suministro de información de interés de esta, con la intención de dañar o 
alterar los sentimientos de los hijos hacia los progenitores o alguno de ellos. 

  
Así las cosas, cuando se trata de información sensible, el hecho de que sea 
de conocimiento del público en general, no supone que pueda ser 

suministrada a los niños y niñas por una persona ajena a su titular. Por 
ejemplo, la relacionada con las preferencias que, en ejercicio del libre 

desarrollo de la personalidad, adopte algún miembro de la familia en su 
proyecto de vida individual. 
  

Entonces, el llamado a comunicar información sensible a la familia es el 
propio titular y no los terceros, en ese orden de ideas, si la señora ANDREA 
ROMERO, tuviera una relación sentimental, le correspondería a ella 

comunicarles a sus menores hijos y no a su progenitor o a terceras personas, 
ahora bien, mi representada como ya se informó, no tiene una pareja y esa 

manipulación que ejerce el agresor o terceros, daña directamente la imagen 
que los menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA AROCA 
ROMERO frente a su madre, así se comprueba esa violencia vicaria que 

ejerce el señor AROCA DAJIL, con el fin de hacerle daño a su progenitora, 
generando que sus hijos no quieran  vivir o compartir con ella. Por lo tanto, 
en la valoración que debe realizar su Despacho debe analizarse esa 

afectación al derecho a la intimidad familiar y los factores particulares que 
caracterizan el caso. 

  
La altas Cortes han mantenido la postura que el suministro de este tipo de 
información a un niño o niña que, además, afronta la ruptura del que fuera 

su núcleo familiar, sin duda alguna evidencia un profundo desinterés del 
progenitor por su cuidado integral y el respeto de su dignidad y autonomía 

personal. Y demuestra el incumplimiento de los deberes de asistirlo y 
protegerlo para garantizar su desarrollo armónico e integral y ofrecerle un 
ambiente de felicidad, amor, comprensión, afecto, tolerancia y calidad de 

vida. Esto porque expone a los menores de edad a un abandono emocional, 
pues, por la visión sesgada que se le suministra, es posible que dada la fase 
de crecimiento y madurez en que se encuentra, los niños no están en 

capacidad de dar un tratamiento adecuado a la información y opte por 
alejarse del progenitor vilipendiado, y considere justificado infligirle tratos 

irrespetuosos, alterando con ello el ambiente sano que debe caracterizar a 
dicha institución, que es la base donde se debe aprender los valores y se 
proyectan al ámbito social. 

  
Así las cosas, encuentra la Sala urgente hacer un llamado para que los 

procesos de divorcio o separación se dejen de ver como escenarios de batalla 
entre las partes en los que solo se discuten asuntos que involucran los 
derechos de los adultos. No debe perderse de vista que este tipo de 



 
 
 

contiendas, por el contrario, afectan el espacio tiempo vital de los menores 

de edad concernidos, pues frecuentemente son usados como una 
herramienta de venganza o visualizados como el fortín a alcanzar, sin 
importar el precio.  

 
Por esto el llamado es a que los progenitores, en esa ponderación de 
derechos que está en cuestión, comprendan que deben orientarse por la 

primacía del interés superior de los niños y por la prevalencia de sus 
derechos. En síntesis, los padres deben abstenerse de realizar 

comportamientos que dañen a los menores de edad o a su expareja o que 
afecten la sana interacción que debe existir entre padres e hijos. 
 

I. MARCO INTERNACIONAL  
 

En el marco internacional colombia ha firmado y ratificado diferentes 
instrumentos en el plano internacional y regional que reconocen la violencia 
contra la mujer como una violación a los derechos humanos y a sus 

libertades fundamentales. De igual forma, los niños, niñas y adolescentes 
han sido protegidos de manera activa y especial a nivel internacional. Entre 
los Convenios y Tratados internacional se destacan los siguientes: 

 
A. La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación contra la Mujer, en adelante CEDAW por sus siglas en 
inglés, adoptada por la Asamblea General de la ONU el 18 de diciembre de 
1979 y el Protocolo Facultativo de la Convención sobe Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer, Nueva York, 6 de octubre de 
1999, en el cual Colombia reconoce la competencia del Comité para la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 
 
Estos dos instrumentos reconocen que la violencia de género es una forma 

de discriminación que inhibe gravemente la capacidad de la mujer de gozar 
de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre y contemplan una 
serie de medidas que los Estados Parte deben adoptar con el fin de condenar 

y eliminar la discriminación contra la mujer en esferas tan variadas como la 
educación, la vida política, la nacionalidad, el empleo, entre otras. así 

mismo, condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas y 
convienen seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una 
política encaminada a eliminarla, incluyendo medidas legislativas, 

educativas y políticas transitorias de diferenciación positiva. 

 
B. La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer 
(1993), complemento de la CEDAW fue el primer instrumento a nivel 

internacional que abordó de forma explícita la violencia contra la mujer y 
reconociendo que no es un asunto del ámbito privado. Además, define la 

violencia contra la mujer como todo acto de violencia basado en la 
pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado 
un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como 

las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada. 
 

 
 



 
 
 

 

C. La Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada el 22 de 
noviembre de 1969, y la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, “Convención de Belém 
do Pará”, adoptada el 9 de junio de 1994. Este último Convenio tiene por 
objeto específico erradicar toda forma de agresión física, sexual y psicológica 

contra la mujer, es decir, no solo aquella que ocurre en la esfera pública 
sino incluso en la privada y doméstica. Bajo el anterior entendido, este 
tratado define la violencia contra las mujeres, establece su derecho a vivir 

una vida libre de violencia y destaca a esa violencia como una violación de 
los derechos y las libertades fundamentales. 

 
Es importante resaltar que en el artículo 7º del Convenio se consagran los 
compromisos que adquieren los Estados al vincularse. Entre los que se 

destacan i. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y 
administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer; ii. adoptar 

medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer; iii. 

modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, prácticas jurídicas o 
consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia a la violencia 
contra la mujer; iv. establecer procedimientos legales justos y eficaces para 

la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otras 
medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 

procedimientos y v. establecer mecanismos judiciales y administrativos que 
garanticen el acceso efectivo a medidas de reparación del daño u otros 
medios de compensación. 

 
D. La Convención sobre los Derechos de los Niños y de las Niñas, adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 

y aprobada por el Congreso de la República mediante Ley 12 de 1991. Este 
tratado internacional reconoce los derechos de los niños y niñas, y entiende 

como tales a quienes tengan menos de 18 años de edad. Entre los 
compromisos que adquieren los Estados para su protección, está la garantía 
del desarrollo pleno de su personalidad, acceso a la educación, a crecer en 

un ambiente sano, entre otros. Lo anterior, dado que son las condiciones 
necesarias para el desarrollo pleno, libre y autónomo de los niños. 

 
En sentencia de Unificación de la Corte Constitucional SU-349-22, señalo 
que, “Varios instrumentos internacionales sobre derechos humanos que 
hacen parte del bloque de constitucionalidad o que lo complementan 
proscriben cualquier forma de violencia hacia la mujer, e imponen a los 
Estados el deber de adoptar las medidas necesarias para erradicarla. La 
Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de las 
Naciones Unidas define este tipo de violencia como “todo acto [de violencia] 
basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así 
como las amenazas de tales actos, la coacción (…), tanto si se producen en la 
vida pública como en la vida privada”. La violencia limita el reconocimiento, 
goce y ejercicio de los derechos de la mujer y desconoce su dignidad humana. 
Además, ha alcanzado un nivel estructural que trasciende de lo personal a lo 
social, jurídico, político y económico”. 



 
 
 

 

En ese orden de ideas, la violencia contra las mujeres tiene raíces, 
consecuencias e implicaciones importantes para el conjunto de la política 
mundial. La violencia de género se encuentra entrelazada con las relaciones 

internacionales en forma de una violación de los derechos humanos y tiene 
correlación y factor desencadenante de muchas formas entre ellas la 
violencia física, psicológica, económica y patrimonial hacia mujeres, niñas, 

niños y adolescentes. 
 

Así mismo La Ley 1257 de 2008, por su parte, adoptó normas para 
garantizar a todas las mujeres una vida libre de violencia tanto en el ámbito 
público como en el privado, respondió a dichos preceptos constitucionales y 

consagró principios que apuntan a la mencionada protección. Entre ellos, i. 
el principio según el cual los derechos de las mujeres son Derechos 

Humanos; ii. el de corresponsabilidad de la sociedad y la familia en el 
respeto por aquéllos, y en el deber de contribuir a la eliminación de la 
violencia, aunado a la responsabilidad del Estado en la prevención, 

investigación y sanción de toda forma de violencia en su contra; y iii. el de 
no discriminación, que reconoce a todas las mujeres, con independencia de 
sus circunstancias personales, sociales o económicas, la posibilidad de 

gozar de sus derechos garantizados a través de unos estándares mínimos 
en todo el territorio. 

 
En ese sentido la Corte Constitucional ha identificado la existencia de una 
obligación a cargo de todas las autoridades del Estado de proteger a la mujer 

que ha sido víctima de violencia. El desconocimiento de estos deberes se 
relaciona frecuentemente con una nueva forma de violencia denominada 

“violencia institucional”. Por consiguiente el Estado colombiano, en su 
conjunto, tiene el deber ineludible de erradicar cualquier tipo de violencia 
en contra de la mujer; garantizar el acceso a la justicia; comprender 

adecuadamente el fenómeno y contexto generalizado de esa violencia; 
identificar patrones de poder desiguales entre hombres y mujeres; rechazar 
esas situaciones como una práctica estatal y, esencialmente, conocer y 

aplicar, junto con la normativa interna, los estándares internacionales de 
protección a estos derechos. 

 
En sentencia SU-349 del 2022, la Corte Constitucional señaló que, en 
materia de derechos humanos, la perspectiva de género como base para 

analizar las particulares condiciones de la mujer permite “visualizar 
inequidades construidas de manera artificial, socioculturalmente y detectar 
mejor la especificidad en la protección que precisan quienes sufren 
desigualdad o discriminación y ofrece, pues, grandes ventajas y posibilidades 
para la efectiva tutela de las personas”. Subrayado fuera de texto. 

 
Así las cosas, existe un marco normativo nacional e internacional que obliga 

a todas las autoridades a proteger de manera particular a la mujer que ha 
sido víctima de violencia. La inobservancia de dicho deber es susceptible de 
convertir a tales autoridades en nuevos perpetradores de violencia (violencia 

institucional). Por ende, dichas autoridades estatales deben ser sensibles a 
las condiciones de la víctima y responder al cumplimiento de la mencionada 

obligación de protección lo que implica, entre otros, el deber indelegable de 



 
 
 

actuar con debida diligencia en la erradicación de la violencia contra la 

mujer y su visibilización. 
 
II. EL ENFOQUE DE GÉNERO COMO HERRAMIENTA DE OBLIGATORIA 

APLICACIÓN POR LOS OPERADORES JUDICIALES, FRENTE A CASOS 
QUE INVOLUCRAN MÚLTIPLES FORMAS DE VIOLENCIA CONTRA LA 
MUJER. 

 
La Corte ha tenido la posibilidad de aproximarse a diferentes tipos de 

violencia en detrimento de las mujeres, que permiten poner de relieve las 
innumerables prácticas en detrimento de sus derechos. De ninguna 
manera, se trata de una categorización rígida, pero sí permite visualizar los 

riesgos diferenciados en cada caso y las complejas situaciones, a las que, de 
manera particular, se enfrentan muchas mujeres a lo largo de la vida y, en 

consecuencia, la necesidad de materializar en estos eventos un trato 
diferencial. 
 

Una de ellas es la Violencia institucional, además de los marcos de violencia 
física, psicológica, económica y patrimonial en donde se ejerce violencia o 
existe un riesgo particular contra la mujer, se ha considerado que las 

autoridades administrativas y judiciales también pueden ejercer violencia 
cuando el Estado se convierta en un segundo agresor de las mujeres que 

han sido víctimas de violencia y que acuden a sus instituciones para lograr 
su protección y la restitución de los derechos fundamentales que les han 
sido vulnerados. 

 
En tal sentido, en la sentencia T-735 de 2017 se estudió el caso de una 

mujer que, no obstante haber acudido a más de siete autoridades, con el fin 
de que adoptaran medidas sobre la violencia psicológica que sufría por parte 
de su expareja y padre de su hija, no recibió una protección frente a la 

situación que enfrentaba. En consecuencia, la Sala adujo que las entidades 
encargadas de la ruta en atención a las mujeres víctimas tienen el deber de 
cumplir con el marco de protección nacional e internacional contra la mujer, 

lo cual exige entre otras materializar (i) la garantía de un recurso judicial 
sencillo y eficaz, y (ii) el deber estatal de diligencia en la prevención, 

investigación, sanción y reparación de la violencia contra las mujeres. En 
esta línea, se aclaró que “el deber de implementar un recurso efectivo no 
se reduce a la mera existencia de los tribunales, la consagración 

formal de los procedimientos o la posibilidad de recurrir a los 
tribunales, sino que los recursos judiciales deben ser efectivos”. 
 

Así, existe un deber de protección reforzada al momento de conocer de estos 
casos. En particular, como parte de la investigación de estos hechos, se debe 

fortalecer la capacidad institucional para combatir el patrón de impunidad 
respecto a los eventos de violencia contra la mujer y garantizar una 
capacitación efectiva de todos los funcionarios públicos involucrados en el 

procesamiento en estos casos. Este tipo de violencia, según se concluyó, 
hace parte de un contexto estructural que comprende “las actuaciones de 

distintos operadores judiciales, quienes toman decisiones con 
fundamento en actitudes sociales discriminatorias que perpetúan la 
impunidad para los actos de violencia contra la mujer”.  

 



 
 
 

De manera que, no sólo es necesario que se valoren los distintos escenarios 

de violencia contra la mujer para aplicar el enfoque de género, que se 
escuche a la víctima y se trate con respeto, sino que también su falta de 
aplicación puede constituir en sí mismo un tipo de violencia, en donde se 

revictimiza a quien acude a las instituciones pertinentes y no recibe una 
respuesta judicial o administrativa efectiva. Según resaltó la SU-201 de 
2021 “las autoridades judiciales están llamadas a incorporar en el análisis 
de los casos el enfoque de género en aras de atribuir un contexto apropiado 
de discriminación, así como desplegar sus facultades probatorias para 
determinar la existencia de cualquier tipo de violencia que afecte a las 
mujeres”. 

 
En conclusión en el caso en concreto, se entiende que la violencia vicaria es 
una forma de violencia de género que busca dañar a la mujer, utilizando 

como medio a terceros, en este caso, el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, 
por medio de sus hijos está incurriendo en actos de violencia vicaria en 
contra de la señora ANDREA ROMERO, por un lado, la desprestigia ante 

sus hijos dando información falsa frente a su situación sentimental y con 
quien vive actualmente, esto con fin de persuadirlos y que vean a su madre 

con otros ojos y por otro lado, la omisión de información en el ejercicio de la 
custodia, aislando a los menores y prohibiendo el ingreso de su progenitora 
a sus centros educativos y no dejárselos ver, son actos de una evidente 

violencia, en donde la señora ANDREA ROMERO se encuentra 
desamparada y sin ningún tipo de protección ante las arbitrariedades del 

señor AROCA DAJIL. 
 
Es menester reiterar al Despacho, el daño que sigue causando el señor 

AROCA DAJIL, a mi representada, sin importarle el bienestar de los 
menores DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS y ELENA AROCA ROMERO, 
aislándolos y causándoles daño emocional y psicológico.  

 
De la misma manera, es importante que su Despacho tenga conocimiento 

que todos estos actos de violencia vicaria dirigidos a dañar a la señora 
ANDREA ROMERO, surgieron al momento en que el agresor tuvo 
conocimiento del escrito de contestación a las excepciones de mérito 

propuestas por su apoderado dentro del proceso en referencia, de igual 
manera la violencia que ha ejercido el demandado, siempre ha sido 

constante y en la actualidad utiliza a los menores como un instrumento para 
seguirle haciendo daño a mi representada.  
 

III. ANEXOS 
 

1.Chats de WhatsApp con el señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, donde 

se evidencia, que no le proporciona información de sus menores hijos y no 

se los deja ver, así mismo se prueba que la custodia de los menores era 

compartida. 

 

2.Chats de WhatsApp con terceras personas, solicitando información de sus 

hijos. 

 



 
 
 

3.Chats de WhatsApp con las profesoras del menor JUAN DE DIOS AROCA 

ROMERO, donde se evidencia la constante comunicación de mi 

representada con los docentes y su asistencia constante en las actividades 

escolares. 

 

4.Comunicado del 8 de agosto de 2023, donde el señor JOSE CARLOS 

AROCA DAJIL, RESTRINGIÓ arbitrariamente el ingreso de la señora 

ANDREA ROMERO a las instalaciones de los colegios y solicitó que se 

evitara cualquier contacto de la madre con los menores. Así mismo exigió 

retiraran a la progenitora de los grupos de WhatsApp y no brindarle ninguna 

información, ni a su celular o correo electrónico sobre los eventos 

académicos y demás del niño JUAN DE DIOS AROCA ROMERO. 

 

5.Certificado de LA LIGA DE GIMNASIA DEL CESAR, donde se certifica la 

nueva actividad extracurricular de las menores DANNA CAROLINA AROCA 

ROMERO y ELENA AROCA ROMERO. 

 

6. Video de llamada del COLEGIO LA SIERRA donde le informan a la señora 

ANDREA ROMERO, que el acudiente el señor JOSE CARLOS AROCA 

DAJIL no ha recogido a una de sus menores hijas. 

 

7.Video del 22 de septiembre de 2023, donde el menor JUAN DE DIOS 

AROCA ROMERO, le manifestó a la señora ANDREA ROMERO que no 

podía ver a su madre hasta que el Juez que lleva el proceso de Custodia 

decidiera. 

 

8.Video del 22 de septiembre de 2023, en donde una menor le manifestó a 

la señora ANDREA ROMERO que le habían dicho que ella tenía novio y que 

vivía con él. 

 

9. Auto admisorio medida de protección de fecha 18 de octubre de 2023. 

 

                                IV. PETICIÓN 
 

De conformidad a los fundamentos facticos y jurídicos que se esbozaron en 
precedencia, solicito respetuosamente a su Despacho se sirva decidir 
provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los menores 

DANNA CAROLINA, JUAN DE DIOS Y ELENA AROCA ROMERO, sin 
perjuicio de la competencia en materia de familia de otras autoridades.  
 

De la señora Juez, con distinción y respeto. 
 

Atentamente, 
 
 

 
LINA CONSUEGRA PEÑALOZA  

C.C.  1.065.636.580 de Valledupar. 
T.P.  263.207 del C.S.J. 
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Coliseo Cubierto - Julio Monsalvo Teléfono: 301775-6712-  

E-mail ligadegimnaisadelcesar@gmail.com Valledupar – Cesar 

LIGIMCESAR 

 
 

LIGA DE GIMNASIA DEL CESAR ¨LIGIMCESAR¨   

PERSONERIA JURIDICA N° 004017 DE 18 DE MAYO DEL 2021   

RECONOCIMIENTO DEPORTIVO RESOLUCION N° 001397 DE 2021   

NIT.    901507981 - 6   

  

  

 

LA LIGA DE GIMNASIA DEL CESAR 

Certifica: 

 

Que las deportistas menores de edad Danna Carolinaa Aroca Romero 

desde el viernes cuatro (4) de Agosto de 2023 y Elena Aroca Romero 

desde el el miércoles nueve (9) de Agosto de 2023 se encuentran 

matriculadas y afiliadas a las escuelas de la Liga de Gimnasia del Cesar.  

 

Durante la jornada de entrenamiento se encuentran acompañadas o 

bajo custodia de la señora Karen Bermudez, quien es la pareja del padre 

de las niñas. 

 

Se expide la presente a solicitud del interesado a los (16) días del mes de 

agosto de 2023. 

 

Cordialmente, 

  

 

 

 

 

JOHN ERICK VELEZ TATIS. 
Presidente de la Liga de Gimnasia del Cesar “LIGIMCESAR” 
NIT 901507981-6 
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Valledupar, dieciocho (18) de Octubre de Dos Mil Veintitrés (2023) 

 

Una vez revisada la solicitud de medida de protección allegada y/o solicitada, por hechos 

de violencia en el contexto de la familia denunciados por la doctora LINA CONSUEGRA 

PEÑALOZA identificada con C.C. # 1.065.636.580 de Valledupar y con T.P. No. 263.207 

del Consejo Superior de la Judicatura quien actúa en calidad de apoderada especial 

de la señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL identificada con C.C. No. 

1.124.019.048 de Maicao-Guajira, realizada a través del correo electrónico 

comisaria2fnevada@gmail.com, en contra del señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL. 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Despacho realiza las siguientes: 

CONSIDERACIONES: 

En cumplimiento de mandatos constitucionales de protección a la familia y de sus 

integrantes, se expidió la Ley 294 de 1996, subrogada parcialmente por la Ley 575 de 

2000, estableciéndose un procedimiento breve y sumario encaminado a la prevención, 

corrección y sanción de la violencia intrafamiliar, ésta última norma trasladó la 

competencia que en principio había sido concedida a los Jueces de Familia por la Ley 

294 de 1996, a los Comisarios/as  de Familia, quienes  adquirieron funciones 

jurisdiccionales, para conocer de los asuntos relacionados con la protección de las 

víctimas de violencia en el contexto familiar. 

A su vez, el Artículo 4 de la Ley 294 de 1996, subrogado por el Artículo 1 de la Ley 575 

de 2000 y por el Artículo 16 de la Ley 1257 de 2008, dispuso: Toda persona que dentro 

de su contexto familiar sea víctima de daño físico, psíquico o daño a su integridad sexual, 

amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro 

del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, 

al Comisario de Familia del lugar donde ocurrieron los hechos y a falta de éste el Juez 

Civil o Municipal o Promiscuo Municipal, una medida de protección inmediata que ponga 

 
1
 MP: Medida de Protección - VIF: Violencia en el contexto Familiar 
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fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que ésta se realice cuando fuere inminente 

(…) 

El Art. 4, numeral 2 de la Ley 2126 de 2021, establece como principio rector frente a los 

procesos dentro del contexto familiar y a las actuaciones que se desarrollen, la 

“Oportunidad”, señalando que las actuaciones de las Comisarías de Familia deben 

constituir una respuesta inmediata en materia de protección y garantía de los derechos 

de quienes están en riesgo o son víctimas de violencia en el contexto familiar. 

El Art. 5 de la Ley 2126 de 2021, señala la competencia de las comisarías de familia, 

consagrando:”  

COMPETENCIA. Los comisarios y comisarías de familia serán competentes para 

conocer la violencia en el contexto familiar que, para los efectos de esta Ley, comprende 

toda acción u omisión que pueda causar o resulte en daño o sufrimiento físico, sexual, 

psicológico, patrimonial o económico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma 

de agresión que se comete por uno o más miembros del núcleo familiar, contra uno o 

más integrantes del mismo, aunque no convivan bajo el mismo techo.    

El Art. 13 de la Ley 2126 de 2021, señala como funciones del comisario de familia el de 

“Adoptar las medidas de protección, atención y estabilización necesarias para garantizar, 

proteger, restablecer y reparar los derechos vulnerados o amenazados en casos de 

violencia en el contexto familiar, verificando su cumplimiento y garantizando su 

efectividad, en concordancia con la Ley 1257 de 2008” 

El Art. 16 de la Ley 2126 de 2021, manifiesta que “Los comisarios y comisarías de familia 

pueden adoptar medidas de protección provisionales y definitivas, de atención y de 

estabilización en los casos de violencia en el contexto familiar, conforme a las 

disposiciones contenidas en la Ley 294 de 1996, modificada parcialmente por la Ley 575 

de 2000, y la Ley 1257 de 2008”. 

El Art. 11 de la Ley 294 de 1996, modificado por el Art. 6 de la Ley 575 de 2000, señaló 

que si el Comisario de Familia o el Juez, según sea el caso, una vez recibido y avocado 

el conocimiento de una petición, advierte la necesidad de adoptar medidas de protección 

en forma provisional, así lo hará, en el término de cuatro (04) horas hábiles siguientes, 

con el fin de evitar la continuación de actos constitutivos de violencia intrafamiliar o su 

amenaza. 

En el presente caso, se denuncia por parte de la señora ANDREA PAOLA ROMERO 

CARBONELL, hechos de malos tratos, violencia psicológica, vicaria, manipulación 

parental, por parte del señor JOSE CARLOS AROCA DAJIL, advirtiendo como fecha de 

los últimos hechos el día VEINTIDOS (22) DE SEPTIEMBRE DE 2023, de conformidad 

con lo relatado en solicitud de medida de protección.  

Como quiera que se reúnen los presupuestos legales mínimos exigidos no sólo para la 

admisión de la acción de protección en el contexto familiar, sino para la emisión de 

medidas de protección provisionales, así se procederá. Así las cosas y en tanto se 

adelanta el procedimiento para este tipo de acciones, en aras de prevenir futuras 
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situaciones de violencia en el contexto familiar, esta Comisaria de Familia, de 

conformidad con lo señalado en la Ley 294 de 1996, modificada por la Ley 575 de 2000, 

Ley 1257 de 2008, Ley 2126 de 2021 y demás normas concordantes, y en especial el 

Decreto 2591 de 1991 y los demás decretos reglamentarios, 

RESUELVE: 

PRIMERO: admitir y avocar la solicitud de medida de protección solicitada por la señora 

ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL a su favor y de los NNA JUAN DE DIOS, 

DANNA CAROLINA Y ELENA AROCA ROMERO, en contra del señor JOSE CARLOS 

AROCA DAJIL, imprimiéndole el procedimiento que señala la Ley 294 de 1996 

modificada por la Ley 575 de 2000, Ley 1257 de 2008, Ley 2126 de 2021, y demás 

normas concordantes, y sus decretos reglamentarios vigentes. 

SEGUNDO:  REMITASE a la señora ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL y a 

los NNA JUAN DE DIOS, DANNA CAROLINA Y ELENA AROCA ROMERO, ante la 

psicóloga al servicio de este Despacho, para que se efectúe las valoraciones y 

entrevistas pertinentes, solicitándole una impresión diagnostica, sobre el caso en 

estudio. ENVÍESE OFICIO. 

 

TERCERO. Solicítese al Trabajador Social adscrito a este Despacho, realice visita 

domiciliaria al hogar de ANDREA PAOLA ROMERO CARBONELL y los NNA JUAN DE 

DIOS, DANNA CAROLINA Y ELENA AROCA ROMERO, con el fin de que realice una 

impresión diagnostica sobre el caso en estudio relacionado con relación a la convivencia 

familiar. ENVÍESE OFICIO. 

NOVENO: notificar a las partes en debida forma, a los correos electrónicos aportados en 

el presente proceso y/o de manera personal o mediante aviso a la dirección aportada 

conforme lo establece la Ley.  

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

 

 

MÁRYURIS LINETH GUTIÉRREZ PABÓN 
COMISARIA SEGUNDA DE FAMILIA 

C2F/Aracelys Lacera Rodríguez 

        secretaria 

 

 


